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 En el mes de Abril de 2013 publicamos con Adrián Bengolea un trabajo donde 
señalamos que los acuerdos transaccionales colectivos en casos de consumo habían 
ganado por entonces un espacio importante en la opinión pública de la República 
Argentina.  Ello se debía en gran medida al descubrimiento por parte de la autoridad 
nacional de aplicación de la Ley de Defensa del Consumidor (LDC) de diversos acuerdos 
que vulneraban los derechos de cientos de miles de consumidores y usuarios.1 Un año 
después, las Salas B y C de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial 
dictaron, el mismo día, dos relevantes sentencias donde se pronunciaron sobre distintos 
aspectos de sendos acuerdos transaccionales colectivos que una organización de 
defensa del consumidor había celebrado con empresas privadas y que, luego de 
homologados, demostraron serias deficiencias en cuanto a contenido sustancial y 
modalidades de cumplimiento de las obligaciones allí contraídas por las demandadas.2El 
análisis de ambas decisiones nos permite poner de resalto algunos principios y 
estándares útiles para tomar en consideración en este campo, tanto a la hora de 
celebrarse un acuerdo colectivo de consumo entre las partes del proceso como cuando 
se trata del oportuno y adecuado control judicial de las transacciones por el Ministerio 
Público Fiscal y el Juez de la causa.3 
 
 El primero de dichos casos, resuelto por la Sala C, es “ADECUA c. Banco Privado 
de Inversiones”. Luego de una audiencia convocada por el juez de grado se tuvo por 
acreditado en el expediente que, sobre un universo de aproximadamente 135.000 
usuarios, sólo 27 de ellos habían cobrado sus acreencias (y el acuerdo no disponía qué 
hacer con los fondos remanentes). Partiendo de esta circunstancia, dicho magistrado 
tomó diversas medidas entre las cuales se destaca la modificación del método de 
devolución del dinero y las medidas de publicidad del acuerdo, así como también del 
destino de los fondos pertenecientes a quienes no eran ya clientes de la entidad 
demandada. Apelada esta decisión por ambas partes, la Sala confirmó dichas 
modificaciones con fundamento en que se trataba de cuestiones indisponibles y de orden 
público (art. 65 LDC) que, en cuanto tales, no podían ser objeto de transacción en 
detrimento de lo establecido por los arts. 54 y 37 de la LDC.   
 
 Además de señalar los recaudos procedimentales para la aprobación de esta 
clase de acuerdos (intervención del Ministerio Público Fiscal y sentencia homologatoria 
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fundada), la Sala C especificó los requisitos sustanciales “que hacen las veces de piso 
mínimo a ser respetado”. Según dicho tribunal ellos serían: (i) el derecho de los miembros 
del grupo de apartarse de la solución general adoptada para el caso; (ii) el principio de 
reparación integral en cuestiones patrimoniales; y (iii) la restitución por los mismos 
medios en que las sumas fueron percibidas o bien, cuando ello no fuera posible, la 
adopción de otros sistemas que permitan a los afectados acceder a la reparación (y 
cuando éstos no puedan ser individualizados, que esa restitución se produzca del modo 
que más beneficie al grupo afectado).La sentencia sostuvo que no era posible modificar 
el acuerdo del modo en que lo hizo el magistrado de grado porque las cláusulas nulas 
eran “demasiado trascendentes dentro de la economía de tal convenio”. En 
consecuencia, declaró nulo todo el acuerdo y dispuso que el proceso vuelva al punto 
previo a la celebración del mismo (salvo en cuanto a los derechos de quienes cobraron 
sus acreencias). Asimismo, declaró que la actora no podía continuar representando al 
colectivo de usuarios afectados, ordenó comunicar la decisión a la autoridad de 
aplicación y dispuso que la acción fuera continuada por el Ministerio Público en los 
términos del art. 52 LDC. 
 
 El segundo precedente a que hacía referencia es “ADECUA c. Banco de Galicia y 
otro”, resuelto por la Sala B de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial y 
donde el juez de grado también había decidido “adecuar el modo de ejecución del 
convenio homologado”.  Apelada la sentencia por ambas partes, el tribunal de alzada 
confirmó varias de las modificaciones realizadas en primera instancia y revocó otras (a 
diferencia de la Sala C que, según vimos, anuló el acuerdo en su totalidad). Para decidir 
de este modo la Sala B entendió que las modificaciones confirmadas versaban sobre 
modalidades de cumplimiento o implementación de la obligación central asumida en el 
acuerdo (incluyendo el sistema de notificación a los miembros del grupo y el mecanismo 
de control de cumplimiento), y no sobre cuestiones sustanciales. En este sentido la 
sentencia afirmó la necesidad de distinguir “entre los derechos reconocidos en aquel 
acuerdo originario y su forma de cumplimiento”, sosteniendo en términos generales la 
competencia del juez de grado para intervenir y modificar estas últimas (además de la 
posibilidad de control de la razonabilidad de tales modificaciones por parte de la alzada, 
lo cual efectivamente ocurrió en el caso). 
 
 Para terminar con esta breve nota deseo subrayar el serio daño que estos 
acuerdos espurios le ha causado al sistema de tutela colectiva de derechos de 
consumidores y usuarios. Me refiero especialmente a su credibilidad y legitimidad frente a 
la sociedad, la autoridad de aplicación de la LDC y los propios operadores judiciales, lo 
cual es fruto, lógicamente, de abusos tales como los que pusieron en evidencia las 
sentencias analizadas. Por tal motivo, entiendo que los operadores del sistema tenemos 
como desafío evitar generalizaciones indebidas y profundizar la capacitación en este 
campo del derecho para permitir la consolidación de esta fundamental herramienta de 
protección de usuarios y consumidores en nuestro país. Una herramienta que tiene rango 
constitucional desde hace más de 20 años y que, recordemos, permite avanzar objetivos 
de política pública tan importantes como son el acceso a la justicia, la igualdad, la 
disuasión de conductas ilícitas colectivas y el logro de un alto grado de economía 
procesal. 
 
 


